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Introducción.

■ Anterior norma:

■ Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (LCSP).

- 4 años de vigencia = 10 modificaciones.

■ Actual norma:

■ Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprobó el Texto
refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (en adelante, TRLCSP). Se
encuentra en vigor desde el 16 de diciembre de 2011.

- Incorporó en su texto todas las modificaciones introducidas a la LCSP.

- 2 años de vigencia = 8 modificaciones.

■ Principales razones que han motivado estas reformas:

■ Obligación de adaptar nuestro derecho interno a distintos Reglamentos y Directivas
Comunitarios.

■ Crisis económica:

- Reforma de las Administraciones Públicas y fomento de la transparencia de su actuación.

- Estímulo del crecimiento y creación de empleo.

- Lucha contra la morosidad en el pago de deudas contractuales.
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■ Normas a través de las cuales se han operado las distintas reformas en el TRLCSP:

■ Por orden cronológico:

- ORDEN EHA/3479/2011, de 19 de diciembre, por la que se publican los límites de los distintos
tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público, a partir del 1 de enero de 2012.

- Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos generaes del Estado para el año 2013.

- Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo
del crecimiento y de la creación de empleo

- Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas

- Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio de Medidas urgentes contra la morosidad de las
administraciones públicas y de apoyo a entidades locales con problemas financieros

- Ley 10/2013, de 24 de julio, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español las
Directivas europeas sobre farmacovigilancia y sobre prevención de la entrada de medicamentos
falsificados en la cadena de suministro legal y se modifica la Ley 29/2006, de 26 de julio de
garantías y uso racional a los medicamentos y productos sanitarios.

- Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento
y de la creación de empleo

- Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización

■ Inseguridad jurídica: las reformas se han llevado a cabo a través de normas y leyes muy
heterogéneas y de distinto rango: de apoyo al emprendedor, leyes de medicamentos, leyes de
rehabilitación y renovación urbana, etc>
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1. Elevación de umbrales: Contratos SARA.DE 
UMBRALES:ONTRATOS SARA

■ El 2 de diciembre de 2011 se publicó en el DOUE el Reglamento (UE) nº 1251/2011 de la Comisión, de 30
de noviembre, por el que se modificaron las Directivas 2004/17/CE y 2009/81/CE, del Parlamento
Europeo y del Consejo en lo que concierne a sus umbrales de aplicación en materia de adjudicación de
contratos: Se fijan las cifras que a partir de entonces serían aplicables a los contratos sujetos a regulación
armonizada (requisitos añadidos de publicidad, etc>)

■ En España : ORDEN EHA/3479/2011, de 19 de diciembre:

■ Contratos de obras y concesión de obra pública sujetos a regulación armonizada (art. 14 del TRLCSP):

- De 4.845.000 € a 5.000.000 €

■ Contratos de suministro y servicios sujetos a regulación armonizada (salvo excepciones) (arts. 15 y 16
del TRLCSP):

- Adjudicados por la AGE, sus organismos autónomos o SS: De 125.000 € a 130.000 €

- Otros contratos de suministro y servicios: De 193.000€ a 200.000 €

■ Contratos subvencionados sujetos a regulación armonizada (art. 17 del TRLCSP):

- Obras: De 4.845.000 € a 5.000.000 €

- Servicios: De 193.000€ a 200.000 €

■ Repercusión en: contratos que son susceptibles de nulidad contractual (art. 37), contratos que son
susceptibles de recurso especial en materia de contratación (art. 40), contratos cuya formalización se
somete a requisitos más estrictos de publicidad. (art. 154).
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2. Medidas derivadas de la reforma estructural de las AAPP (I)

■ El 21 de junio de 2013 se aprobó por el Consejo de Ministros el INFORME DE LA COMISIÓN PARA LA
REFORMA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS (informe CORA), que, en materia de contratación, recoge
propuestas de reformas tendentes a evitar duplicidades y a reunificar la gestión de servicios y medios entre
Estado y CCAA.

■ Propuestas: Medidas de racionalización del sector público: Eliminación de duplicidades con las CCA:

- Supresión de los órganos consultivos de contratación de las CCAA y asunción de sus funciones por
la Junta Consultiva de Contratación del Estado (Dirección General de Patrimonio del Estado-
Mº DE HDA y AAPP).

- Supresión de las comisiones clasificadoras existentes en algunas CCAA y que las distintas CCAA se
sirvan de los órganos de clasificación de lo que será la JCCA del Sector Público.

- Unificación de los Registros de Licitadores y Empresas clasificadas de las CCAA en un ÚNICO
Registro oficial de Licitadores y Empresas clasificadas del Sector Público.
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2. Medidas derivadas de la reforma estructural de las AAPP (II)

■ Más propuestas (Informe CORA): Medidas de racionalización del sector público: Eliminación de
duplicidades con las CCA:

- La Integración de las diversas plataformas de contratación en la Plataforma de contratación del
Estado: con estas medidas se pretende facilitar el acceso a los licitadores a información agregada
sobre contratación pública y reducir los costes que supone para CCAA y EELL la gestión de sus
portales y plataformas.

- La adhesión de las CCAA y las EELL al sistema de contratación centralizada estatal.

- Supresión de los tribunales especiales de recursos contractuales y la asunción de funciones de
resolución de todos por el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales (según el
Informe ya se han celebrado convenios con 7 CCAA, proponiéndose la celebración con las
restantes).

- Se potencia una mayor utilización de medios electrónicos, en lo que se refiere a facturas o a
notificaciones con licitadores y participantes en las licitaciones.

Algunas de estas propuestas ya se han positivizado, recogiéndose en las normas que han modificado
recientemente el TRLCSP y algunas otras se encuentran recogidas en proyectos de normas que se encuentran
en tramitación.
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■ Disposición Final 5ª modifica el TRLCSP: Al objeto de avanzar en el proceso de impulso del sistema de
contratación centralizada para el aprovisionamiento del sector público se adoptan las siguientes medidas:

- Se atribuye al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través del órgano que se
determine en su estructura orgánica, la condición de órgano de contratación del sistema estatal
de contratación centralizada.

- El Real Decreto 696/2013, de 20 de septiembre, por el que se modifica el Real Decreto 256/2012,
de 27 de enero, por el que se regula la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas, ha determinado que será la Junta de Contratación Centralizada,
configurada como órgano colegiado de contratación, la que asuma dichas funciones adscribiéndose
a la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación y mediante la Orden
HAP/2028/2013, de 30 de octubre, se ha regulado su funcionamiento.

Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de Medidas urgentes contra la morosidad de las 
Administraciones Públicas y de apoyo a entidades locales con problemas financieros.
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■ Disposición Final 17ª:

■ Se modifica la Disposición Adicional 16ª del TRLCSP, dedicada al uso de medios electrónicos, informáticos y
telemáticos en los procedimientos regulados en dicha Ley, en lo relativo a las facturas electrónicas que se
emitan en los procedimientos de contratación, que se excluye del régimen general del uso de medios
electrónicos, informáticos y telemáticos.

■ Tal y como señala la Exposición de Motivos de la Ley 11/2013, “en la medida que la factura es un elemento
asociado a la ejecución del contrato, no está cubierta por las previsiones de la Directiva 2004/18/CE en
materia de utilización de medios electrónicos en los procedimientos de contratación, y parece conveniente
dado que surte efecto en el ámbito fiscal, bancario, etc., prever una regulación autónoma. La redacción
definitiva es la siguiente (DA 16ª):

«f ) Todos los actos y manifestaciones de voluntad de los órganos administrativos o de las empresas licitadoras

o contratistas que tengan efectos jurídicos y se emitan a lo largo del procedimiento de contratación deben ser

autenticados mediante una firma electrónica reconocida de acuerdo con la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de

firma electrónica. Los medios electrónicos, informáticos o telemáticos empleados deben poder garantizar que la

firma se ajusta a las disposiciones de esta norma.

No obstante lo anterior, las facturas electrónicas que se emitan en los procedimientos de contratación

se regirán en este punto por lo dispuesto en la normativa especial que resulte de aplicación».
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Real Decreto-ley 4/2013, de 28 de junio, de Medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del 
crecimiento y de la creación de empleo y Ley 11/2013, de 26 de julio
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■ Proyecto de Ley de garantía de la unidad de mercado, que se encuentra en tramitación, recoge
las siguientes medidas.

■ Por lo que respecta al sistema de clasificación de contratistas, el Capítulo V prevé que:

- Los certificados de clasificación tendrán plena eficacia en todo el territorio nacional, sin
necesidad de que el operador económico realice ningún trámite adicional o cumpla nuevos
requisitos, todos los medios de intervención de las autoridades competentes que permitan el acceso
a una actividad económica o su ejercicio, o acrediten el cumplimiento de ciertas calidades,
cualificaciones o circunstancias.

- Los organismos de evaluación, acreditación, certificación y otros similares legalmente establecidos
en cualquier lugar del territorio nacional tendrán plena capacidad/competencia para realizar sus
funciones en todo el territorio nacional.

- Los reconocimientos o acreditaciones, calificaciones o certificaciones de una autoridad
competente o de un organismo dependiente, reconocido o habilitado por ella, serán plenamente
válidos a todos los efectos en todo el territorio nacional, sin que pueda exigirse la realización de
ningún trámite adicional o el cumplimiento de nuevos requisitos.

Ello se aplicará, en particular, entre otros supuestos a la certificaciones, reconocimientos y
acreditaciones, a efectos de comprobar la concurrencia de un nivel o estándar determinado de calidad o
de profesionalidad exigido para el acceso o ejercicio de una actividad económica .

■ Por lo que respecta a los Registros oficiales de Licitadores y Empresas clasificadas, el
Capítulo VI prevé, por ejemplo, la integración de la información obrante en los distintos
registros sectoriales.

9

PROYECTO DE LEY DE GARANTÍA DE UNIDAD DE MERCADO (I)
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■ El Proyecto de Ley de garantía de unidad de mercado Incluye una Disposición adicional
tercera que regula la Plataforma de Contratación del Sector Público.

“La Plataforma de Contratación del Estado regulada en el artículo 334 del texto refundido de la

Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de

noviembre, pasará a denominarse Plataforma de Contratación del Sector Público.

En la Plataforma se publicará, en todo caso, bien directamente por los órganos de contratación o

por interconexión con dispositivos electrónicos de agregación de la información de las diferentes

administraciones y entidades públicas, la convocatoria de licitaciones y sus resultados de todas

las entidades comprendidas en el apartado 1 del artículo 3 del texto refundido de la Ley de

Contratos del Sector Público”.
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3. Medidas orientadas al estímulo del crecimiento y la creación de empleo.LA 
CREACIÓN DE EMPLEO. 
■ Real Decreto Ley 4/2013, de 22 de febrero y Ley 11/2013, de 26 de julio de medidas de apoyo al emprendedor

y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo.

■ El TÍTULO I recoge una serie de medidas de desarrollo de la “Estrategia de Emprendimiento y Empleo
Joven 2013-2016”. Objetivos: (i) Favorecer la inserción de los jóvenes en el ámbito laboral y mejorar su
situación dentro del mercado de trabajo (dos de las principales prioridades del Gobierno de España) y
(ii) eliminar los obstáculos para una rápida cobertura de los puestos de trabajo vacantes.

■ Se añade una nueva Disposición Adicional 32ª al TRLCSP (artículo 15), denominada “Formalización
conjunta de acuerdos marco para la contratación de servicios que faciliten la intermediación laboral” .

“La Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos de contratación competentes de las

comunidades autónomas, así como de las entidades y organismos dependientes de ellas e integrados en el Sistema

Nacional de Empleo, podrán concluir de forma conjunta acuerdos marco con uno o varios empresarios con el fin de fijar

las condiciones a que habrán de ajustarse todos los contratos de servicios de características homogéneas definidos

en los convenios a que se refiere el párrafo siguiente para facilitar a los Servicios Públicos de Empleo la

intermediación laboral y que se pretendan adjudicar durante un período determinado, siempre que el recurso a

estos instrumentos no se efectúe de forma abusiva o de modo que la competencia se vea obstaculizada, restringida o

falseada .

Esta conclusión conjunta de acuerdos marco se realizará con arreglo a lo dispuesto en el capítulo II del título II del libro

III y previa adopción del correspondiente convenio de colaboración entre el Servicio Público de Empleo Estatal y

las comunidades autónomas o las entidades y organismos dependientes de ellas e integrados en el Sistema

Nacional de Empleo.

No podrán ser objeto de estos contratos marco las actuaciones de intermediación laboral que puedan preverse en los

procedimientos de selección de personal laboral temporal por parte de las administraciones públicas, debiendo realizarse

dicha intermediación exclusivamente y de manera directa por los correspondientes servicios públicos de empleo “.
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■ Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas (DF 13ª) : Introduce en el
TRLCSP una DA 34ª. que supone la introducción de un nuevo supuesto de modificación de los contratos
de suministros y servicios

■ En los contratos de suministros y de servicios que tramiten las Administraciones Públicas y demás entidades

del sector público con presupuesto limitativo, en los cuales el empresario se obligue a entregar una pluralidad

de bienes o a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario, sin que el número total de entregas o

prestaciones incluidas en el objeto del contrato se defina con exactitud al tiempo de celebrar éste, por estar

subordinadas las mismas a las necesidades de la Administración, deberá aprobarse un presupuesto máximo.

■ En el caso de que, dentro de la vigencia del contrato, las necesidades reales fuesen superiores a las

estimadas inicialmente, deberá tramitarse la correspondiente modificación. A tales efectos, habrá de preverse

en la documentación que rija la licitación la posibilidad de que pueda modificarse el contrato como

consecuencia de tal circunstancia, en los términos previstos en el artículo 106 de esta Ley. La citada

modificación deberá tramitarse antes de que se agote el presupuesto máximo inicialmente aprobado,

reservándose a tal fin el crédito necesario para cubrir el importe máximo de las nuevas necesidades.
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■ Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas (DF
13ª)

■ Que se trate de SUMINISTROS o SERVICIOS en que concurran los siguientes requisitos:

- Que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes o a ejecutar el servicio de
forma sucesiva y por precio unitario.

- Que el número total de entregas o prestaciones incluidas en el objeto del contrato no se defina
con exactitud al tiempo de celebrar éste, por estar subordinadas las mismas a las necesidades
de la Administración.

- Que el contrato prevea un presupuesto máximo.

■ Si durante la vigencia de dichos contratos, las necesidades reales fuesen superiores a las estimadas
al tiempo de su adjudicación, deberá tramitarse la correspondiente modificación. Pero para que dicha
modificación sea admisible deberán concurrir dos circunstancias:

- Esta posibilidad de modificación deberá estar prevista en los pliegos en los términos previstos en
el artículo 106 del TRLCSP (los pliegos o en el anuncio de licitación se haya previsto la
modificación y se hayan detallado de forma clara, precisa e inequívoca las condiciones en que
podrá hacerse uso de la misma, así como el alcance y límites de las modificaciones que pueden
acordarse con expresa indicación del porcentaje del precio del contrato al que como máximo
puedan afectar, y el procedimiento que haya de seguirse para ello).

- La modificación deberá tramitarse antes de que se agote el presupuesto máximo inicialmente
aprobado, reservándose a tal fin el crédito necesario para cubrir el importe máximo de las nuevas
necesidades.
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■ Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su
internacionalización.

■ Capítulo II del Título IV “Medidas para impulsar la contratación pública con
emprendedores”

■ Objetivos:

- eliminar los obstáculos del acceso de los emprendedores a la contratación pública y

- ayudar a la expansión y consolidación de las empresas.

■ Medidas:

- Uniones de empresarios:

• El art. 59.1 del TRLCSP establecía que “Pueden contratar con el sector público las UTEs, sin
que sea necesaria su formalización en escritura pública hasta que se haya efectuado la

adjudicación del contrato a su favor”.

• El art. 42 Ley 14/2013 ha añadido un nuevo párrafo a este artículo que señala que: “Los
empresarios que estén interesados en formar esas uniones podrán darse de alta en el

Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado, que especificará esta

circunstancia”

• Se trata de facilitar que los pequeños emprendedores que se dedican a una misma actividad
se pongan en contacto, con el fin de que en conjunto puedan alcanzar las condiciones que
exijan los pliegos.
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- Elevación de umbrales para la exigencia de clasificación (Art. 43 Ley 14/2013
modifica art. 65.1 TRLCSP).

� En contratos de obras: con valor estimado sea igual o superior a 500.000 € (antes
350.000)

� En contratos de servicios: con valor estimado sea igual o superior a 200.000 € (antes
120.000)

- Garantías

� Nueva forma de constitución de garantía (Art. 44, apartado Uno de la Ley 14/2013
modifica el art. 96.2 y 3 TRLCSP)

En los contratos de obras, suministros y servicios, así como en los de gestión de servicios públicos
cuando las tarifas las abone la administración contratante, podrá constituirse la garantía mediante
retención en el precio, y la acreditación de la constitución de la garantía podrá hacerse mediante
medios electrónicos, salvo que en el pliego se establezca lo contrario.

� Se acortan los plazos para la devolución de garantías para las PYMEs (Art. 46 Ley
14/2013 modifica el art. 102.5 TRLCSP):

• Regla general: devolución a 1 año.

• Excepciones:

• 6 meses: Contratos de obras inferiores a 1.000.000€ u otros contratos inferiores a
100.000€.

• 6 meses: Cuando las empresas licitadoras sean PYMEs (nueva excepción)
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- Prohibición de discriminación a favor de contratistas previos en los
procedimientos de contratación pública

� Art. 45 de la Ley 14/2013:

“1. En sus procedimientos de contratación, los entes, organismos y entidades integrantes del
sector público no podrán otorgar ninguna ventaja directa o indirecta a las empresas que hayan
contratado previamente con cualquier Administración.

2. Serán nulas de pleno derecho todas aquellas disposiciones contenidas en disposiciones
normativas con o sin fuerza de Ley así como en actos o resoluciones emanadas de
cualquier órgano del sector público que otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las
empresas que hayan contratado previamente con cualquier Administración”

� Art. 44, apartado Tres de la Ley 14/2013, añade al art. 32 del TRLCSP una nueva causa
de nulidad de los contratos:

“d) Todas aquellas disposiciones, actos o resoluciones emanadas de cualquier órgano de las
Administraciones Públicas que otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las

empresas que hayan contratado previamente con cualquier Administración”.

� Hasta ahora era frecuente, casi habitual, que los pliegos de las licitaciones incluyeran
como criterio a valorar para la adjudicación de los contratos, la acreditación de haber
ejecutado obras o haber prestado servicios de similar naturaleza para la Administración en
los años anteriores. Ello hacía imposible que las empresas de nueva creación tuvieran
acceso a estos contratos.
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- Declaración responsable de cumplimiento de las condiciones para contratar (Art.
44, apartado Dos añade dos apartados al art. 146 del TRLCSP):

� En vez de aportar con sus proposiciones la documentación acreditativa del cumplimiento de
los requisitos previos, los licitadores podrán aportar una declaración responsable en la que
indiquen que cumplen con todos los requisitos para contratar con la Administración.

� Supuestos:

• Contratos de obras con valor estimado inferior a 1.000.000 €

• Contratos de servicios y suministros con valor estimado inferior a 90.000 €

• En contratos con valor estimado superior, cuando así lo hayan previsto los pliegos.

� No obstante, el órgano de contratación podrá requerir esta documentación en cualquier
momento antes de la propuesta de adjudicación.

� En caso de resultar adjudicatarios, los licitadores deberán presentar toda la documentación
exigida legalmente, que acredite que cumplía con las condiciones para contratar antes de la
finalización del plazo de presentación de ofertas.

� Finalidad: aliviar la carga que supone para los licitadores recopilar una gran cantidad de
documentación para la preparación de sus propuestas en plazos que, en ocasiones, son
insuficientes.
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MEDIDAS DE LUCHA CONTRA LA MOROSIDADMEDIDAS DE LUCHA 
CONTRA LA MOROSIDAD (1) 

■ En este apartado vamos a analizar una serie de modificaciones llevadas a cabo en el TRLCSP, por
alguna de las normas que se han citado anteriormente, y que reinciden en la preocupación tanto de la UE
como de las autoridades públicas españolas por la morosidad en el pago de las deudas contractuales
entre empresas y entre éstas y la Administración.

■ Con estas innovaciones normativas se pretende adaptar la legislación española a la Directiva 2011/7/UE
del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de febrero de 2011. Recordemos que la Ley 15/2010,
introdujo en el ordenamiento jurídico español medidas contempladas en esta directiva cuando era sólo un
proyecto. Las modificaciones que vamos a comentar afectan a los siguientes preceptos del TRLCSP:

■ Los artículos 216.4 y 222, con el objeto de precisar el momento del devengo de los intereses de
demora, concretando el momento en que la Administración debe proceder al pago de sus deudas
con los contratistas.

■ Se introduce una nueva DA 33, en la que se articula un nuevo itinerario de presentación de
facturas ante el órgano administrativo con competencias en materia de contabilidad pública, a
efectos de asegurar que la Administración tiene un conocimiento exacto de todas las deudas
contraídas para la ejecución de los contratos.

■ El art. 216, con la finalidad de reducir el plazo en que el contratista puede optar por resolución
contractual.

■ Se modifica el artículo 228.5 y se introduce un nuevo artículo 228 bis para permitir un mayor
control, por parte de las Administraciones Públicas, de los pagos que los contratistas adjudicatarios
deben hacer a los subcontratistas.
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MEDIDAS DE LUCHA CONTRA LA MOROSIDAD

� Nuevo régimen jurídico del pago en los contratos con las AAPP:

(modificación del apartado 4 del art. 216 del TRLCSP “Pago del precio” por el Real Decreto-ley
4/2013, de 22 de febrero de Medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la
creación de empleo y Ley 11/2013, de 26 de julio) (2).

� Evolución de los plazos de pago previstos en las sucesivas normas de contratación pública

� Antiguo art. 216.4 TRLCSP:

“La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta días siguientes a la

fecha de la expedición de las certificaciones de obras o de los correspondientes documentos que

acrediten la realización total o parcial del contrato, sin perjuicio del plazo especial establecido en el

artículo 222.4, y, si se demorase, deberá abonar al contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo

de treinta días, los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos

previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la

morosidad en las operaciones comerciales. Cuando no proceda la expedición de certificación de obra y

la fecha de recibo de la factura o solicitud de pago equivalente se preste a duda o sea anterior a la

recepción de las mercancías o a la prestación de los servicios, el plazo de treinta días se contará desde

dicha fecha de recepción o prestación.”
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3 meses 2 meses 2 meses 60 días 30 días (3) 30 días

MEDIDAS DE LUCHA CONTRA LA MOROSIDAD MEDIDAS DE LUCHA 
CONTRA LA MOROSIDAD (1) 



20

MEDIDAS DE LUCHA CONTRA LA MOROSIDAD

� Nuevo art. 216.4 TRLCSP:

“La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta días siguientes a la

fecha de aprobación de las certificaciones de obra o de los documentos que acrediten la

conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados, sin

perjuicio de lo establecido en el artículo 222.4, y si se demorase, deberá abonar al contratista, a partir

del cumplimiento de dicho plazo de treinta días los intereses de demora y la indemnización por los

costes de cobro en los términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se

establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales (4) . Para que haya

lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses, el contratista deberá de haber

cumplido la obligación de presentar la factura ante el registro administrativo correspondiente, en

tiempo y forma, en el plazo de treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o

la prestación del servicio.

Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 222.4 y 235.1, la Administración deberá aprobar las

certificaciones de obra o los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el

contrato de los bienes entregados o servicios prestados dentro de los treinta días siguientes a la

entrega efectiva de los bienes o prestación del servicio, salvo acuerdo expreso en contrario

establecido en el contrato y en alguno de los documentos que rijan la licitación.

En todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar la factura ante el

registro administrativo, el devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos treinta días

desde la fecha de presentación de la factura en el registro correspondiente, sin que la Administración

haya aprobado la conformidad , si procede, y efectuado el correspondiente abono”.
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� Según el nuevo régimen, se establecen los siguientes plazos:

� Primer plazo:

En el plazo máximo de treinta días naturales a contar desde la entrega de los bienes o la prestación
del servicio:

• La Administración debe expedir y aprobar las certificaciones de obras o los demás documentos
que acrediten la correcta realización de la prestación.

• Y el contratista ha de presentar la correspondiente factura.

� Segundo plazo:

Una vez aprobadas las certificaciones o documentos de cumplimiento equivalentes, la Administración
dispone de un plazo máximo de otros treinta días para efectuar el pago y, si no lo hiciese, deberá
abonar los intereses de demora y costes de cobro previstos en la Ley 3/2004.

� Regla especial:

Se establece que si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar su factura, "el
devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos treinta días desde la fecha de presentación de

la factura en el registro correspondiente, sin que la Administración haya aprobado la conformidad, si

procede, y efectuado el correspondiente abono".
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� Comparación:

� Con la nueva reforma el plazo máximo total desde la emisión de la certificación de obra o la entrega de bienes
y servicios es de 60 días (30 para aprobar + 30 para pagar) y se devengan los intereses si se incumple el
plazo de pago (2º plazo de 30 días) (5).

� Antes de la reforma, el plazo máximo de pago era de 30 días desde la expedición de la certificación de obra o
documento equivalente en otros contratos y se devengaban intereses a partir de este único plazo de 30 días.

� Por tanto, la reforma supone una ampliación en 30 días del plazo que tiene la Administración para pagar, en
contraposición con la línea seguida en las anteriores reformas, tendentes a acortar los plazos de pago.
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Obligado Obligación Plazo máximo

1 Director de obra o proveedor Emisión de Certificación de 
obra / entrega de bienes y 
servicios

2 Administración Pública / Proveedor Aprobación de la 
certificación o documento 
equivalente / presentación 
factura

30 días

3 Administración Pública Pago 30 días
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� ¿Tiene sentido el cambio?

� La antigua redacción del art 216.4 TRLCSP, proveniente del art. 200.4 de la LCSP y 99.5 del RD
2/2000, generó a lo largo del tiempo una gran controversia sobre el inicio del cómputo del plazo de 30
días previsto para el pago.

� Alguna Jurisprudencia (6), así como la doctrina de algunas Juntas Consultivas de Contratación
Administrativa (7) habían resuelto el dilema interpretando que el «dies a quo» del plazo en que debe
hacerse el pago por la Administración era, en el contrato de obras, el de la expedición de las
certificaciones de obra y, en los contratos de suministro y servicios (contratos en que no procede
expedición de certificación de obra), el de emisión de la factura por el contratista, siempre y cuando
coincidiera con la fecha de entrega de los productos, y en el caso de que la factura fuera anterior a la
efectiva entrega de los bienes o prestación del servicio, el referido plazo comenzaba desde la entrega
de los suministros.

� No obstante, existía otra corriente interpretativa (8) más conservadora que entendía que la expresión
«la fecha de la expedición (=) de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o

parcial del contrato» del art. 200.4 de la LCSP (9) habría de entenderse referida a la previsión contenida
en el art. 205.2 de la misma LCSP (10), que disponía que la constatación del cumplimiento del contrato
«exigirá por parte de la Administración un acto formal y positivo de recepción o conformidad dentro del

mes siguiente a la entrega o realización del objeto del contrato, o en el plazo que se determine en el

pliego de cláusulas administrativas particulares por razón de sus características (=)». Así, el plazo de
que disponía la Administración para pagar era el resultante de sumar al plazo establecido en el art.
200.4 LCSP, el plazo de que disponía la Administración para realizar el acto formal y positivo de
conformidad (un mes u otro plazo —que podría ser mayor— establecido en el pliego).

� Por tanto, parece que la nueva redacción del art. 216.4 del TRLCSP ha acogido este segundo criterio
interpretativo, positivizándolo.
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� Ámbito subjetivo

� La doctrina viene a considerar que este nuevo régimen de pagos sólo es aplicable a la
Administraciones Públicas (art. 3.2 del TRLCSP y no al resto de los poderes adjudicadores y demás
entidades del sector público.

� Esta consideración se sustenta, entre otros, en los siguientes argumentos jurídicos:

• La interpretación literal del precepto, que tiene la siguiente redacción: «4. La Administración
tendrá la obligación de abonar el precio>»

• La interpretación sistemática, toda vez que el art. 216.4 se ubica en el Libro IV del TRLCSP,
relativo a los «Efectos, cumplimiento y extinción de los contratos administrativos». A este
respecto, debe tenerse en cuenta que, según el art. 19 del TRLCSP, los contratos
administrativos han de celebrarse necesariamente por una Administración Pública

• A esta interpretación ha llegado, además, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa
(Informe 58/10, de 23 de mayo) como el Tribunal Administrativo Central de recursos
contractuales (Resolución nº 64/2011, de 9 de marzo de 2011).

� Ámbito temporal

� Hay doctrina que entiende que la nueva redacción del art. 216.4 sólo será de aplicación a los contratos
cuya convocatoria de licitación se haya publicado a partir del día 24 de febrero de 2013 y, en caso de
procedimientos negociados, cuando los correspondientes pliegos hayan sido aprobados a partir de
dicha fecha (11).

� Esta cuestión no está resuelta en la Ley.
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� Nuevo régimen jurídico de la liquidación de los contratos
(modificación del apartado 4 del art. 222.4 del TRLCSP “Cumplimiento de los contratos y

recepción de la prestación” por el Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero de Medidas de apoyo al
emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo y Ley 11/2013, de 26 de julio)

� Antiguo art. 222.4 del TRLCSP

“4. Excepto en los contratos de obras, que se regirán por lo dispuesto en el artículo 235, dentro del

plazo de un mes, a contar desde la fecha del acta de recepción o conformidad, deberá acordarse y ser

notificada al contratista la liquidación correspondiente del contrato y abonársele, en su caso, el saldo

resultante. Si se produjera demora en el pago del saldo de liquidación, el contratista tendrá derecho a

percibir los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en

la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en

las operaciones comerciales”.

� Nuevo art. art. 222.4 del TRLCSP

«4. Excepto en los contratos de obras, que se regirán por lo dispuesto en el art. 235, dentro del plazo

de treinta días a contar desde la fecha del acta de recepción o conformidad, deberá acordarse y

ser notificada al contratista la liquidación correspondiente del contrato, y abonársele, en su caso, el

saldo resultante. No obstante, si la Administración Pública recibe la factura con posterioridad a la

fecha en que tiene lugar dicha recepción, el plazo de treinta días se contará desde que el

contratista presente la citada factura en el registro correspondiente. Si se produjera demora en el

pago del saldo de liquidación, el contratista tendrá derecho a percibir los intereses de demora y la

indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre,

por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales».
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� Principales cambios:

� Se modifica el plazo para acordar y notificar al contratista la liquidación del contrato y abonar el
saldo resultante. Ahora, dicho plazo es de treinta días (12) y anteriormente era de un mes.

� Igual que en el art. 216.4, se establece que el retraso por parte del contratista en la presentación de
la factura (si se presenta tras la recepción), supone que no comenzará a computarse el plazo de
treinta días de que la Administración dispone para notificar al contratista la liquidación y para pagar
hasta dicha presentación.
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� Introducción de una norma especial relativa a la presentación de facturas en el ámbito de la
contratación pública

(Nueva DA 33ª del TRLCSP “Obligación de presentación de facturas en un registro

administrativo e identificación de órganos” por el Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero de
Medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo y Ley
11/2013, de 26 de julio)

“1. El contratista tendrá la obligación de presentar la factura que haya expedido por los servicios

prestados o bienes entregados ante el correspondiente registro administrativo a efectos de su remisión

al órgano administrativo o unidad a quien corresponda la tramitación de la misma.

2. En los pliegos de cláusulas administrativas para la preparación de los contratos que se aprueben a

partir de la entrada en vigor de la presente disposición, se incluirá la identificación del órgano

administrativo con competencias en materia de contabilidad pública, así como la identificación del

órgano de contratación y del destinatario, que deberán constar en la factura correspondiente»”

� La finalidad es asegurar la transparencia en el régimen de pagos de los contratos, de tal manera que el
contratista disponga de un justificante de la presentación de su factura y que sean varios los órganos
administrativos (órgano de contratación, órgano competente en materia de contabilidad pública, destinatario>)
los que tengan conocimiento de la existencia de dicha factura

� No obstante, si el contratista presenta su factura en un registro distinto del indicado por la Administración
contratante, por aplicación analógica de lo previsto en el art. 42.3 de la Ley 30/1992, dicha presentación no
surtirá efectos hasta que «haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación».

� Se amplía el contenido básico de los pliegos de cláusulas administrativas particulares que se recoge en el art.
67 del RCAP (13)
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� Nuevo régimen de resolución del contrato por demora en el pago por la
Administración

(Modificación del art. 216.6 del TRLCSP por el art. 47 de la Ley 14/2013, de 27 de
septiembre de apoyo a los emprendedores y su internacionalización) (14)

� Antiguo art. 216.6 TRLCSP:

“Si la demora de la Administración fuese superior a ocho meses, el contratista tendrá derecho,

asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento de los perjuicios que como consecuencia de ello

se le originen”

� Nuevo art. 216.6 TRLCSP
“Si la demora de la Administración fuese superior a seis meses, el contratista tendrá derecho,

asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento de los perjuicios que como consecuencia de ello

se le originen”

� Reducción del plazo de demora en el pago para que el contratista pueda optar a la resolución
contractual
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� Nuevo régimen de pago a los suministradores y subcontratistas y su comprobación.

� La DF 7ª de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estimulo al crecimiento
y de la creación de empleo modificó el apartado 5 del art. 2.28 “Pagos a subcontratistas y

suministradores” del TRLCSP.

- Objeto: Disponer que los plazos de pago que pacten el contratista con los suministradores y
subcontratistas respeten los límites previstos en el artículo 4.3 de la Ley 3/2004: 60 días naturales.

� Antiguo art. 228.5 del TRLCSP:

“5. El contratista podrá pactar con los suministradores y subcontratistas plazos de pago superiores a los establecidos en

el presente artículo siempre que dicho pacto no constituya una cláusula abusiva de acuerdo con los criterios establecidos

en el artículo 9 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, y que el pago se instrumente mediante un documento negociable

que lleve aparejada la acción cambiaria, cuyos gastos de descuento o negociación corran en su integridad de

cuenta del contratista. Adicionalmente, el suministrador o subcontratista podrá exigir que el pago se garantice mediante

aval”.

� Nuevo art. 228.5 del TRLCSP:

“5. El contratista podrá pactar con los suministradores y subcontratistas plazos de pago superiores a los

establecidos en el presente artículo, respetando los límites previstos en el artículo 4.3 de la Ley

3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en

las operaciones comerciales, siempre que dicho pacto no constituya una cláusula abusiva de acuerdo

con los criterios establecidos en el artículo 9 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, y que el pago se

instrumente mediante un documento negociable que lleve aparejada la acción cambiaria, cuyos gastos

de descuento o negociación corran en su integridad de cuenta del contratista. Adicionalmente, el

suministrador o subcontratista podrá exigir que el pago se garantice mediante aval”.
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� El art. 47 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre de apoyo a los emprendedores y su internacionalización
ha introducido un nuevo art. 228.BIS al TRLCSP “Comprobación de los pagos a los subcontratistas o
suministradores” (15)

� Las Administraciones Públicas y demás entes públicos contratantes podrán comprobar el estricto
cumplimiento de los pagos que los contratistas adjudicatarios de los contratos públicos han de hacer
a todos los subcontratistas o suministradores que participen en los mismos.

� Los entes públicos contratantes podrán solicitar en cualquier momento a los contratistas la
documentación justificativa del cumplimiento de dichas obligaciones

� Estas obligaciones se incluirán en los pliegos y anuncios de licitación como condiciones esenciales
de ejecución.

� Consecuencias del Incumplimiento: imposición de penalidades y/o resolución
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� Futuras reformas previstas para atajar a morosidad de las AAPP

Se está tramitando un Proyecto de Ley Orgánica de control de la deuda comercial en el sector público,
que, según la redacción publicada en el Boletín Oficial del Congreso de 4 de octubre de 2013, prevé la
introducción de las siguientes medidas:

� Publicación por parte de las Administraciones Públicas del período medio de pago.

� Obligación de disponer de un plan de tesorería que incluirá, al menos, información relativa a la previsión
de pago a proveedores de forma que se garantice el cumplimiento del plazo máximo que fija la normativa.

� Seguimiento por parte del órgano interventor del cumplimiento del período medio de pago.
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